
DEL EJECUTIVO FEDERAL, CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA 
LA FRACCIÓN XXI DEL ARTÍCULO 73 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS  
 
México, DF, a 24 de octubre de 2008.  
 
Secretarios de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión  
Presentes  
 
Por instrucciones del presidente de la República, y en ejercicio de la facultad 
conferida en el artículo 71, fracción I, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, me permito remitir la iniciativa de decreto por el que se reforma 
la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, documento que el Ejecutivo federal propone por el digno conducto de 
ese órgano legislativo.  
 
Sin otro particular, reciban un cordial saludo.  
 
Atentamente  
Cuauhtémoc Cardona Benavides (rúbrica)  
Subsecretario  
   
 
Presidente de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión  
Presente  
 
Es imperativo que el Estado mexicano garantice a la ciudadanía las condiciones 
mínimas de sociabilidad. Por ello, es necesario responder efectivamente para 
combatir cualquier acción que vulnere la paz social.  
 
México ha celebrado diversos tratados y convenciones internacionales en los que 
se establece la obligación de tipificar como delitos ciertas conductas que atenten 
contra la seguridad pública, la seguridad nacional, los derechos humanos y la 
libertad de expresión. Tal es el caso de la Declaración Americana sobre Derechos 
Humanos y Deberes del Hombre, de la Declaración de Principios sobre Libertad 
de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos y del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que 
establecen el deber del Estado de respetar y proteger la libertad de expresión, así 
como prevenir e investigar estos hechos, sancionar a sus autores y asegurar a las 
víctimas una reparación del daño adecuada.  
 
La Constitución general faculta al Poder Legislativo de la Unión para establecer los 
delitos y faltas contra la federación, y fijar las sanciones que por ellos deben 
imponerse; sin embargo, la capacidad de legislar en materia penal tiene un 
carácter concurrente, es decir, que las entidades federativas están en posibilidad 



de tipificar las conductas que atentan en contra de los bienes jurídicos 
fundamentales cuya salvaguarda está a su cargo.  
 
Con la iniciativa se busca generar un mecanismo de excepción, por el cual se 
faculte a las autoridades federales a conocer de delitos del fuero común 
relacionados con la protección a la seguridad pública, la seguridad nacional, los 
derechos humanos y la libertad de expresión, con objeto de evitar la impunidad en 
este tipo de ilícitos y dar pleno cumplimiento a los compromisos internacionales 
asumidos por el Estado mexicano en el reconocimiento y protección de tales 
derechos.  
 
En el sistema jurídico mexicano, la seguridad pública constituye un deber del 
Estado en sus diferentes niveles, y este concepto implica en sentido amplio: 
prevención y persecución de delitos y responsables, imposición de las penas y 
sanciones administrativas, así como la reintegración social del delincuente. Es 
decir, pretende regular todas las actividades que contribuyan a alcanzar la 
integridad y los derechos de las personas para preservar su libertad, el orden y la 
paz pública.  
 
Por otra parte, a fin de salvaguardar la integridad de los órganos supremos de 
gobierno, es necesario que se tomen las acciones pertinentes para mantener la 
integridad, estabilidad y permanencia del Estado mexicano. Por ello, la iniciativa 
busca proteger la nación mexicana, preservando la soberanía e independencia.  
 
Resulta imperioso que nuestro país siga avanzando en hacer realidad los ideales 
que sustentan el respeto de los derechos humanos: una vida digna de ser vivida al 
alcance de todos los seres humanos.  
 
Es necesario precisar en la ley los supuestos en los que la autoridad federal podrá 
ejercitar la facultad de atracción, aduciendo que los delitos de fuero común 
trascienden al ámbito de los estados o del Distrito Federal, por su efecto nacional 
o internacional, ya sea porque el conocimiento de éstos es necesario para dar 
cumplimiento a los compromisos internacionales asumidos por México, o bien, 
para garantizar a los gobernadores el acceso a la justicia, en aras de salvaguardar 
la autonomía de los estados, y sólo utilizar como excepción este nuevo supuesto 
de procedencia de la facultad de atracción con miras a no debilitar la consolidación 
del federalismo a la que todos los actores políticos y de la sociedad aspiramos.  
 
El Ejecutivo federal a mi cargo reconoce profundamente los esfuerzos y el trabajo 
realizado para la actualización de la legislación penal federal, impulsando 
propuestas legislativas para tipificar y sancionar diversas conductas delictivas, 
principalmente las que atentan contra la libertad de expresión, en cumplimiento de 
los instrumentos jurídicos internacionales antes referidos. En los últimos años, 
gran parte de las agresiones contra el ejercicio de la libertad de expresión la 
constituyen delitos de la competencia de la autoridad local, por lo que se considera 
conveniente que cuando estos delitos trasciendan al ámbito de las entidades 
federativas o tengan efecto a nivel internacional sean investigados, perseguidos y 



sancionados por las autoridades federales, quienes cuentan con la infraestructura 
necesaria para garantizar una mayor eficacia y diafanidad en el manejo de los 
procesos correspondientes, evitando así que queden impunes. La federación, a 
través de la investigación rápida, efectiva e imparcial de las denuncias, asumiendo 
directamente la facultad de conocer estos delitos, garantizaría la seguridad 
pública, la seguridad nacional y los derechos humanos, protegiendo con ello la 
soberanía nacional.  
 
Por todo lo anterior, es que, teniendo en consideración que la Constitución general 
faculta al Congreso de la Unión para establecer los delitos y faltas contra la 
federación y fijar las sanciones que por ellos deba imponerse, se propone reformar 
el párrafo segundo de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, y facultar a las autoridades federales para conocer 
de delitos que atenten contra la seguridad pública, la seguridad nacional, los 
derechos humanos o la libertad de expresión.  
 
Con lo anterior, se propone generar un mecanismo que permita garantizar que los 
actos atentatorios contra la seguridad pública, la seguridad nacional, los derechos 
humanos y la libertad de expresión, en el ámbito de las entidades federativas, no 
queden impunes por lagunas o insuficiencia en los ordenamientos legales en 
materia penal y procesal y, con ello, el Estado mexicanos dé pleno cumplimiento a 
sus compromisos internacionales.  
 
Por las razones expuestas anteriormente, el Ejecutivo federal a mi cargo, en 
ejercicio de la facultad conferida en el artículo 71, fracción I, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, por conducto de esa soberanía, somete 
a consideración del honorable Congreso de la Unión la siguiente iniciativa de  
 
Decreto por el que se reforma la facción XXI del artículo 73 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos  
 
Artículo Único. Se reforma el párrafo segundo de la fracción XXI del artículo 73 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como 
sigue:  
 
Artículo 73. ...  
 
I. a XX. ...  
XXI. ...  
 
Las autoridades federales podrán conocer también de los delitos del fuero común, 
cuando éstos tengan conexidad con delitos federales o cuando se encuentren 
relacionados con violaciones a valores fundamentales de la sociedad, la seguridad 
nacional, los derechos humanos o la liberad de expresión y, por sus 
características de ejecución o relevancia social, trasciendan el ámbito de los 
estados o del Distrito Federal, en los términos que establezca la ley.  
 



…  
 
XXII. a XXX. … 
 
Transitorios  
Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación.  
 
Segundo. Al entrar en vigor el presente decreto, el Congreso de la Unión, las 
legislaturas de los estados y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal deberán 
realizar las adecuaciones a las leyes federales y locales que procedan.  
 
Tercero. La facultad de las autoridades federales a que se refiere el presente 
decreto sólo podrá ser ejercida respecto a los delitos del fuero común por las 
violaciones a la seguridad pública, la seguridad nacional, los derechos humanos y 
la libertad de expresión que se cometan después de la entrada en vigor de las 
reformas a la ley secundaria que al efecto emita el honorable Congreso de la 
Unión.  
 
Reitero a usted, presidente de la Cámara de Diputados, las seguridades de mi 
consideración más distinguida.  
 
Palacio Nacional, a 23 de octubre de 2008.  
 
Sufragio Efectivo. No Reelección.  
 
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa (rúbrica)  
Presidente de los Estados Unidos Mexicanos  
   
   
   
   
   
   
   
   
   
   
   
   
   


